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INFORME DE CONCILIACION

AL PROYECTO DE LEY NUMERO  49 DE 2006 SENADO, 108 DE 
2006 CAMARA

por la cual se organiza el concurso de méritos para la elección del Re-
gistrador Nacional del Estado Civil, en concordancia con lo dispuesto en el 

artículo 266 de la Constitución Nacional.

Bogotá, D. C., 6 de marzo de  2007

Doctores

DILIAN FRANCISCA TORO

Presidenta Senado de la República

ALFREDO  APE  CUELLO BAUTE

Presidente Cámara de Representantes

Congreso de la República

L.  C.

Referencia: Informe de conciliación al Proyecto de ley número 49 de 
2006 Senado, 108 de 2006 Cámara, por la cual se organiza el concurso de 
méritos para la elección del Registrador Nacional del Estado Civil, en con-
cordancia con lo dispuesto en el artículo 266 de la Constitución Nacional.

En nuestra condición de conciliadores de acuerdo con la designación efec-
tuada de conformidad con los artículos 161 de la Constitución Política y 186 
de la Ley 5ª de 1992, los suscritos Senadores y Representantes integrantes de 
la Comisión Accidental de Conciliación, nos permitimos someter por su con-
ducto a consideración de las plenarias,  el presente  informe de conciliación 
del proyecto de ley de la referencia, bajo las siguientes consideraciones:

Los textos definitivos de las plenarias tanto del Senado de la República 
como de la Cámara de  Representantes presentan diferencias  de técnica en la 
redacción tanto de las nomenclaturas de los artículos como en ellos mismos, 
sin presentarse cuestiones de fondo, bajo tal entendido, nos permitimos seña-
lar en cada uno de los artículos de la propuesta acogida: 

 Del artículo 2°.

Acogemos la redacción del texto aprobado en la Cámara de Representan-
tes,  en cuanto a la nomenclatura del artículo, el cual quedará así: 

ARTICULO 2°. DEL ORGANIZADOR DEL CONCURSO DE MERITOS.  

Del artículo 3°.

Acogemos la redacción del texto aprobado en el Senado de la República, 
en cuanto a la nomenclatura del artículo, el cual quedará así: 

ARTICULO 3°. FUNCIONES DEL ORGANIZADOR DEL CONCURSO 
DE MERITOS.

Del artículo 4° , en su numeral 3°, literal a).

Acogemos la redacción del texto aprobado por la plenaria de la Cámara de 
Representantes, el cual quedará así: 

ARTICULO 4°. 

3…

a) Experiencia en el desempeño de cargos en el sector público en el nivel 
directivo o superior; en el ejercicio de la profesión de abogado y/o de cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas afines con la administración pública o 
en áreas relacionadas con el cargo de Registrador.

Del artículo 4°, en su parágrafo.

Acogemos la redacción del texto aprobado por la plenaria del Senado de la 
República, el cual quedará así: 

ARTICULO 4°…

Parágrafo. En todo caso, la entrevista que se le haga a los candidatos 
tendrá un valor mínimo del 30% del puntaje total.

Del artículo 4°, en su numeral 5.

Acogemos la redacción del texto aprobado por la plenaria de la Cámara de 
Representantes, el cual quedará así:

ARTICULO 4°…

5. En el reglamento se establecerá el contenido, los  procedimientos de 
cada una de las etapas y el puntaje correspondiente a cada criterio de selec-
ción.

Del artículo 5°.

Acogemos la redacción del texto aprobado por la plenaria del Senado de la 
República, el cual quedará así: 

ARTICULO 5°. En caso de vacancia absoluta, temporal y/o terminación 
del período del titular, los Presidentes de la Corte Constitucional, la Corte 
Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, podrán encargar  a un interino 
por un periodo no mayor a la duración del concurso de  méritos.

El texto conciliado quedará así:
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TEXTO CONCILIADO DEFINITIVO

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 049 DE 2006 SENADO, 108 DE 
2006  CAMARA

por la cual se organiza el concurso de méritos para la elección del Re-
gistrador Nacional del Estado Civil, en concordancia con lo dispuesto en el 

artículo 266 de la Constitución Nacional.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto organizar el concurso 
de méritos para la elección del Registrador Nacional del Estado Civil, en con-
cordancia con lo dispuesto en el artículo 266 de la Constitución Nacional. 

Artículo 2º. Del organizador del concurso de méritos.  El concurso de mé-
ritos para la escogencia del Registrador Nacional del Estado Civil será público 
y lo realizarán los Presidentes de la Corte Constitucional, la Corte Suprema de 
Justicia y el Consejo de Estado.

Artículo 3º. Funciones del organizador  del concurso de méritos.  En su 
condición de organizadores del presente concurso  de méritos, los Presidentes 
de la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Esta-
do tendrán las siguientes funciones:

1. Dictar el reglamento del concurso.

2. Convocar públicamente a los ciudadanos que reúnan las calidades y los 
requisitos previstos en el artículo 266 de la Constitución y que deseen partici-
par en el concurso, a fin de que se inscriban en la Secretaría General de cual-
quiera de las tres corporaciones, según se indique en la convocatoria y dentro 
de los términos señalados en la misma.

Artículo 4º. Contenido mínimo del reglamento del concurso. El reglamento 
del concurso público de méritos, deberá tener en cuenta los siguientes pará-
metros:

1. La convocatoria es norma obligatoria que regula todo el proceso de se-
lección mediante concurso público de méritos.

2. Las solicitudes de los aspirantes que no reúnan las calidades señaladas 
en la convocatoria, o que no acrediten el cumplimiento de todos los requisi-

tos exigidos por la Constitución y la ley, se rechazarán mediante resolución 
motivada.

3. Los candidatos que cumplan las calidades y requisitos exigidos por la 
Constitución y la ley y que no se encuentren incursos en ninguna causal de in-
habilidad o incompatibilidad, serán evaluados teniendo en cuenta los siguien-
tes criterios:

a) Experiencia en el desempeño de cargos en el sector público en el nivel 
directivo o superior; en el ejercicio de la profesión de abogado y/o de cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas afines con la administración pública o en 
áreas relacionadas con el cargo de Registrador;

b) Formación profesional avanzada o de postgrado en derecho público o en 
áreas relacionadas con el cargo;

c) Autoría de obras jurídicas, con preferencia en temas relacionados con 
el cargo;

d) Entrevista personal.

Parágrafo. En todo caso, la entrevista que se le haga a los candidatos tendrá 
un valor mínimo del 30% del puntaje total.

4. Evaluados los candidatos, los Presidentes de la Corte Constitucional, 
la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, elaborarán una lista de 
elegibles, de los cuales escogerán por mayoría al Registrador Nacional del 
Estado Civil.

5. En el reglamento se establecerá el contenido, los  procedimientos de cada 
una de las etapas y el puntaje correspondiente a cada criterio de selección.

6. Las pruebas que se apliquen en el concurso y la documentación que 
constituya el soporte técnico de aquellas, tienen carácter reservado.

Artículo 5º. En caso de vacancia absoluta, temporal y/o terminación del 
período del titular, los Presidentes de la Corte Constitucional, la Corte Supre-
ma de Justicia y el Consejo de Estado, podrán encargar  a un interino por un 
periodo no mayor a la duración del concurso de méritos.

Artículo 6º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación. 

Conciliadores, 

Juan Fernando Cristo Bustos, honorable  Senador de la República; William 
Ortega, honorable Representante a la Cámara.

T E X T O S  A P R O B A D O S

TEXTO APROBADO EN  SESION PLENARIA DEL SENADO DE 
LA REPUBLICA DEL DIA 13 DE MARZO DE 2007

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 28 DE 2006

por la cual se modifican y adicionan el Título II “patrimonio cultural de 
la Nación”, los artículos 40, 49 y 56 del Título III “del fomento y los estímu-
los a la creación, a la investigación y a la actividad artística y cultural”, y 
los artículos 60 y 62 del Título IV “de la gestión cultural” de la Ley 397 de 

1997, se otorgan unas facultades extraordinarias y se dictan otras  
disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 4°  de la Ley 397 de 1997 el cual que-
dará así:

Artículo 4º. Integración del patrimonio cultural de la Nación. El patri-
monio cultural de la Nación está constituido por todos los bienes materiales 
y valores culturales que son expresión de la nacionalidad colombiana, tales 
como la tradición, las costumbres y los hábitos, así como el conjunto de bienes 
inmateriales y materiales, muebles e inmuebles, que poseen un especial inte-
rés histórico, artístico, estético, plástico, arquitectónico, urbano, arqueológico, 
ambiental, ecológico, paisajístico, lingüístico, sonoro, musical, audiovisual, 
fílmico, científico, testimonial, documental, literario, bibliográfico, museoló-
gico, antropológico, las manifestaciones, los productos y las representaciones 
de la cultura popular.

a) Objetivos de la política estatal en relación con el patrimonio cultural 
de la Nación. La política estatal en lo referente al patrimonio cultural de la 
Nación, tendrá como objetivos principales la protección, recuperación, con-
servación, sostenibilidad y divulgación del mismo, con el propósito de que 
este sirva de testimonio de la identidad cultural nacional, tanto en el presente 
como en el futuro. 

Para el logro de los objetivos de que trata el inciso anterior, los planes de 
desarrollo de las entidades territoriales deberán estar armonizados en materia 
cultural con el Plan Decenal de Cultura y con el Plan Nacional de Desarrollo 
y asignarán los recursos para la conservación y la recuperación del patrimonio 
cultural.

b) Aplicación de la presente ley. Las disposiciones de la presente ley, el 
Régimen Especial de Protección y su futura reglamentación, serán aplicadas 
a los bienes y categorías de bienes que, siendo parte del patrimonio cultural 
de la Nación pertenecientes a las épocas prehispánicas, de la Colonia, la In-
dependencia, la República y la Contemporánea, sean declarados como bienes 
de interés cultural, conforme a los criterios de valoración que para tal efecto 
determine el Ministerio de Cultura. 

Parágrafo. Los bienes declarados monumentos nacionales con anterioridad 
a la expedición de la Ley 397 de 1997, así como los bienes integrantes del 
patrimonio arqueológico, serán considerados como bienes de interés cultural.

c) Terminología utilizada. Para interpretar y aplicar esta ley se tendrán en 
cuenta las siguientes definiciones:

1. Bienes del patrimonio cultural de la Nación. Bienes muebles, inmue-
bles o inmateriales que por sus valores excepcionales hacen parte del patrimo-
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nio cultural de la Nación y que interesan a todo el territorio nacional de acuer-
do con los criterios de valoración que determine el Ministerio de Cultura 

2. Bienes muebles. Bienes que hacen parte del patrimonio cultural de la 
Nación y que de acuerdo con la legislación civil tienen el carácter de objetos 
muebles.

3. Bienes inmuebles. Bienes que hacen parte del patrimonio cultural de 
la Nación y que de acuerdo con la legislación civil tienen el carácter de cosa 
corporal inmueble o inmueble por adhesión o por destinación.

4. Bienes inmateriales. Son los usos, representaciones, expresiones, co-
nocimientos y técnicas –junto con los instrumentos, objetos, artefactos y 
espacios culturales que le son inherentes– que las comunidades, los grupos 
y en algunos casos, los individuos reconozcan como parte integrante de su 
patrimonio cultural. Este patrimonio cultural inmaterial que se transmite de 
generación en generación, es recreado constantemente por las comunidades y 
grupos en función de su entorno, su interacción con la naturaleza y su historia, 
infundiéndoles un sentimiento de identidad y continuidad y contribuyendo así 
a promover el respeto de la diversidad cultural y la creatividad humana. 

5. Bienes de interés cultural. Todo bien del patrimonio cultural de la Na-
ción de naturaleza mueble, inmueble o inmaterial, que haya sido o sea decla-
rado como de “interés cultural” conforme a los criterios de valoración estable-
cidos en forma general por el Ministerio de Cultura, que se encuentra sujeto al 
régimen de protección y manejo previsto en la presente ley.

6. Declaratoria de bienes de interés cultural. Es el acto administrativo, 
mediante el cual, previo cumplimiento del procedimiento previsto en esta ley, 
la autoridad nacional o las autoridades territoriales, según sus competencias, 
determinan que un bien de naturaleza mueble, inmueble o inmaterial que hace 
parte del patrimonio cultural de Nación, adquiere el rango de “bien de interés 
cultural” y está cobijado por el régimen de protección previsto en la presente 
ley.

7. Alcance de la declaratoria. La declaratoria de los bienes de interés 
cultural podrá recaer sobre un bien material o inmaterial en particular o de ma-
nera general sobre una determinada colección o conjunto de bienes. En caso 
de que la declaratoria recaiga sobre una colección o conjunto de bienes, el 
acto administrativo por medio del cual se realice la declaratoria contendrá las 
medidas pertinentes para que esta se conserve como una unidad indivisible.

d) Propiedad del Patrimonio Cultural de la Nación. Los bienes del patri-
monio cultural de la Nación declarados como bienes de interés cultural pue-
den pertenecer, según el caso, a la Nación, a entidades públicas de cualquier 
orden o a personas naturales o jurídicas de derecho privado.

Los bienes que conforman el patrimonio arqueológico son bienes de in-
terés cultural pertenecientes a la Nación y se rigen por las normas especiales 
sobre la materia y las contenidas en esta ley y su reglamentación. 

Parágrafo. Se reconoce el derecho de las iglesias y confesiones religiosas 
de ser propietarias del patrimonio cultural que hayan creado, adquirido con 
sus recursos o que estén bajo su legítima posesión. Igualmente, se protegen 
la naturaleza y finalidad religiosa de dichos bienes, las cuales no podrán ser 
obstaculizadas ni impedidas por su valor cultural.

Al tenor del artículo 15 de la Ley 133 de 1994, el Estado a través del Mi-
nisterio de Cultura, celebrará con las correspondientes iglesias y confesiones 
religiosas, convenios para la protección de este patrimonio y para la efectiva 
aplicación del Régimen Especial de Protección cuando hubieran sido decla-
rados como de interés cultural, incluyendo las restricciones a su enajenación 
y exportación y las medidas para su inventario, conservación, restauración, 
estudio y exposición.

Artículo 2°.  El artículo 5° de la Ley 397 de 1997 quedará así:
Artículo 5º. Sistema Nacional de Patrimonio Cultural. El Sistema Nacio-

nal de Patrimonio Cultural está constituido por el conjunto de instancias y pro-
cesos de desarrollo institucional, planificación e información articulados entre 
sí, que posibilita la protección, recuperación, conservación, sostenibilidad y 
divulgación del patrimonio cultural de la Nación. 

El Sistema Nacional de Patrimonio Cultural estará conformado por el Mi-
nisterio de Cultura, el Instituto Colombiano de Antropología e Historia o la 
entidad que haga sus veces, el Archivo General de la Nación, el Consejo Na-
cional de Patrimonio Cultural, los Consejos Departamentales de Patrimonio 
Cultural y en general por las entidades y personas públicas y privadas que de-
sarrollen, financien, fomenten o ejecuten actividades referentes al Patrimonio 
Cultural de la Nación.

El Sistema Nacional de Patrimonio Cultural estará coordinado por el Mi-
nisterio de Cultura, para lo cual fijará las políticas generales y dictará normas 
técnicas y administrativas, a las que deberán sujetarse las entidades y personas 
que integran dicho sistema.

Artículo 3°.  El artículo 6° de la Ley 397 de 1997 quedará así:
Artículo 6º. Patrimonio Arqueológico. El patrimonio arqueológico com-

prende aquellos vestigios producto de la actividad humana y aquellos restos 
orgánicos e inorgánicos que mediante los métodos y técnicas propios de la 
arqueología y otras ciencias afines permiten reconstruir y dar a conocer los 
orígenes y las trayectorias socioculturales pasadas y garantizan su conserva-
ción y restauración. Para la preservación de los bienes integrantes del patri-
monio paleontológico se aplicarán los mismos instrumentos establecidos para 
el patrimonio arqueológico.

También podrán declararse como pertenecientes al patrimonio arqueoló-
gico, a través del Ministerio de Cultura, previo concepto del Instituto Colom-
biano de Antropología e Historia o la entidad que haga sus veces, los bienes 
muebles e inmuebles representativos de la tradición e identidad culturales per-
tenecientes a las comunidades indígenas actualmente existentes, en coordina-
ción con las autoridades de las comunidades indígenas y los sitios y zonas en 
los que exista riqueza arqueológica comprobada. Esta declaratoria no afecta 
la propiedad del suelo. 

De conformidad con los artículos 63 y 72 de la Constitución Política, los 
bienes del patrimonio arqueológico pertenecen a la Nación y son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables. 

El Instituto Colombiano de Antropología e Historia o la entidad que haga 
sus veces, podrá autorizar a las personas naturales o jurídicas para ejercer la 
tenencia de los bienes del patrimonio arqueológico, siempre que estas cum-
plan con las obligaciones de registro, conservación y seguridad de dichos bie-
nes que determine el Instituto.

Parágrafo 1º. Quien de manera fortuita encuentre bienes integrantes del pa-
trimonio arqueológico, deberá dar aviso inmediato al Instituto Colombiano de 
Antropología e Historia o a la entidad que haga sus veces, o la autoridad civil 
o policiva más cercana, las cuales tienen como obligación informar del hecho 
al Instituto, dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes al encuentro.

Los encuentros de bienes pertenecientes al patrimonio arqueológico que 
se realicen en el curso de excavaciones o exploraciones arqueológicas au-
torizadas, se informarán al Instituto Colombiano de Antropología e Historia 
o la entidad que haga sus veces, en la forma prevista en la correspondiente 
autorización. 

Recibida la información, el Instituto Colombiano de Antropología e His-
toria o la entidad que haga sus veces, definirá las medidas aplicables para una 
adecuada protección de los bienes pertenecientes al patrimonio arqueológico 
y coordinará lo pertinente con las autoridades locales. Si fuere necesario sus-
pender en forma inmediata las actividades que dieron lugar al encuentro de 
esos bienes, podrá acudirse a la fuerza pública, la cual prestará su concurso 
inmediato. 

Parágrafo 2º. Sin perjuicio de la especialidad prevista en este artículo, los 
bienes del patrimonio arqueológico se encuentran igualmente sujetos a lo pre-
visto en el numeral 1.4, artículo 11 de este título.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 7° de la Ley 397 de 1997 el cual que-
dará así:

Artículo 7º. Consejo Nacional de Patrimonio Cultural. A partir de la vigen-
cia de la presente ley, el Consejo de Monumentos Nacionales se denominará 
Consejo Nacional de Patrimonio Cultural, órgano encargado de asesorar al 
Gobierno Nacional en cuanto a la protección y manejo del patrimonio cultural 
de la Nación.

a) Integración del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural. El Consejo 
Nacional de Patrimonio Cultural estará integrado de la siguiente forma:

1. El Ministro de Cultura o su delegado, quien lo presidirá.
2. El Ministro de Comercio, Industria y Turismo o su delegado.
3. El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o su delega-

do.
4. El Decano de la Facultad de Artes de la Universidad Nacional de Co-

lombia.
5. El Presidente de la Academia Colombiana de Historia o su delegado.
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6. El Presidente de la Sociedad Colombiana de Arquitectos o su delegado.

7. El Director General del Instituto Colombiano de Antropología e Historia 
o de la entidad que haga sus veces, o su delegado.

8. El Decano de la Facultad de Restauración de Bienes Muebles de la Uni-
versidad Externado de Colombia.

9. Tres (3) expertos distinguidos en el ámbito de la conservación del patri-
monio cultural designados por el Ministro de Cultura.

10. El Director de la Dirección de Patrimonio del Ministerio de Cultura, 
quien participará en las sesiones con voz pero sin voto y ejercerá la Secretaría 
Técnica del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural.

Parágrafo. En las oportunidades en que en las sesiones del Consejo Na-
cional de Patrimonio Cultural se vayan a tratar temas referentes al patrimonio 
mueble, bibliográfico, documental o Archivístico, se invitará a los Directores 
del Museo Nacional de Colombia, la Biblioteca Nacional o el Archivo Gene-
ral de la Nación, según sea el caso;

b) Consejos Departamentales de Patrimonio Cultural. Créanse los Conse-
jos Departamentales de Patrimonio Cultural en cada uno de los departamen-
tos, los cuales cumplirán respecto del patrimonio cultural de la Nación y de 
los bienes de interés cultural del ámbito departamental, distrital, municipal y 
de los territorios indígenas, funciones análogas a las que se asignan al Consejo 
Nacional de Patrimonio Cultural, sin perjuicio de las normas vigentes en rela-
ción con el régimen especial del Distrito Capital;

c) Integración de los Consejos Departamentales de Patrimonio Cultural. 
Los Consejos Departamentales de Patrimonio Cultural estarán integrados de 
la siguiente forma:

1. El Gobernador del Departamento, quien actuará como Presidente del 
Consejo Departamental de Patrimonio Cultural, o su delegado que será en 
todo caso el Secretario o Director de Cultura del Departamento.

2. El Gerente o delegado de la Corporación Autónoma Regional.

3. Un representante de las bibliotecas departamentales.

4. Un representante del consejo departamental de archivos.

5. Un representante de los museos departamentales.

6. Un representante de la Academia Colombiana de Historia, allí donde 
exista.

7. Un representante del sector académico universitario acreditado, de las 
Facultades de Arte o Arquitectura del departamento, allí donde existan.

8. Un representante del sector académico universitario acreditado, de las 
Facultades de Antropología del departamento, allí donde existan.

9. Un representante de la Sociedad Colombiana de Arquitectos, allí donde 
exista.

10. Un delegado del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural.

11. El responsable del Area de Patrimonio de la Secretaría o Entidad Cultu-
ral del Departamento, quien actuará con voz pero sin voto y ejercerá la Secre-
taría Técnica del Consejo Departamental de Patrimonio Cultural.

Parágrafo 1º. A las sesiones del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural y 
de los Consejos Departamentales de Patrimonio Cultural podrán ser invitados 
con voz pero sin voto, los funcionarios públicos y las demás personas que 
dichos Consejos estimen conveniente, con el fin de obtener una mayor ilustra-
ción sobre los temas sometidos a su consideración. 

Parágrafo 2º. El Gobierno Nacional establecerá las funciones del Consejo 
Nacional de Patrimonio Cultural y de los Consejos Departamentales de Patri-
monio Cultural y reglamentará lo pertinente al régimen de sesiones, período, 
quórum y honorarios de los miembros de dichos Consejos, así como lo rela-
cionado con las Secretarías Técnicas de los mismos y sus funciones.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 8° de la Ley 397 de 1997  el cual que-
dará así:

Artículo 8º. Declaratoria y manejo del patrimonio cultural de la Nación.  
El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Cultura, previo concepto 
favorable del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural es el responsable de 
la declaratoria y del manejo de los bienes de interés cultural de carácter na-
cional. 

A las entidades territoriales, con base en los principios de descentraliza-
ción, autonomía y participación, les corresponde la declaratoria y el manejo 
de los bienes de interés cultural del ámbito departamental, distrital, municipal 
y de los territorios indígenas, a través de las gobernaciones y alcaldías respec-
tivas, previo concepto favorable del correspondiente Consejo Departamental 
de Patrimonio Cultural.

Los bienes de interés cultural del ámbito departamental, distrital, municipal 
y de los territorios indígenas, pueden ser declarados como bienes de interés 
cultural de carácter nacional, de acuerdo con lo previsto en el inciso primero 
de este artículo, en coordinación con el respectivo Consejo Departamental de 
Patrimonio Cultural, sobre los valores del bien de que se trate. 

El Ministerio de Cultura y las entidades territoriales competentes para 
efectuar las declaratorias de que trata el presente artículo, deberán expedir de 
manera simultánea el acto administrativo a través del cual se efectúe la decla-
ratoria y el plan especial de protección del bien.

Si la solicitud de declaratoria proviene del propietario del bien o de un ter-
cero, estos deberán presentar dentro del año siguiente a la expedición del acto 
administrativo de declaratoria, el plan especial de protección para la aproba-
ción de la entidad correspondiente.

Parágrafo 1º. Para el manejo del patrimonio cultural de la Nación se ten-
drán en cuenta las disposiciones contempladas en este Título. 

Para la declaratoria y el manejo de los bienes de interés cultural se aplicará 
el principio de coordinación entre los niveles nacional, departamental, distrital 
y municipal y de los territorios indígenas.

Parágrafo 2º. Las declaratorias que efectuare el Congreso de la República 
para proteger bienes del patrimonio cultural de la Nación, con independencia 
de la denominación que se les dé, deberán contar con concepto previo del 
Ministerio de Cultura, a través del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural 
y se les aplicará el Régimen Especial de Protección de los bienes de interés 
cultural de carácter nacional. 

Parágrafo 3º. Los bienes declarados monumentos nacionales, áreas de con-
servación histórica o arquitectónica, conjuntos históricos, monumentos histó-
ricos, o de cualquiera otra denominación, que hayan sido objeto de una espe-
cial declaratoria como bienes del patrimonio artístico y cultural de la Nación, 
para efectos de su protección especial a través de las autoridades competentes 
o incorporados a los planes de ordenamiento territorial; así como los bienes 
integrantes del patrimonio arqueológico, serán considerados como bienes de 
interés cultural. 

Parágrafo 4º. Para los efectos previstos en esta ley son bienes de interés 
cultural del ámbito nacional los declarados como tales por el Ministerio de 
Cultura y, el Archivo General de la Nación o por la ley. Son bienes de interés 
cultural del ámbito territorial los declarados como tales por las autoridades 
departamentales, distritales, municipales o de los territorios indígenas, dentro 
del ámbito de su competencia.

Parágrafo 5°. Revocatoria de la declaratoria de monumento nacional o 
bien de interés cultural. La revocatoria de la declaratoria de monumentos na-
cionales o bienes de interés cultural de carácter nacional que hayan sido de-
clarados como tales por los Ministerios de Educación Nacional y Cultura le 
corresponde al Ministerio de Cultura, en el caso en que dichos bienes hayan 
perdido los valores que dieron lugar a la declaratoria, previa evaluación técni-
ca por parte de la Dirección de Patrimonio del Ministerio de Cultura y reque-
rirá previo concepto favorable del Consejo Nacional de Patrimonio Cultural. 

La revocatoria de la declaratoria de bienes de interés cultural que hayan 
sido declarados como tales por las autoridades territoriales, le corresponde a 
la respectiva autoridad, en el caso en que dichos bienes hayan perdido los va-
lores que dieron lugar a la declaratoria, previa evaluación técnica por parte de 
la entidad territorial encargada del manejo de dichos bienes y requerirá previo 
concepto favorable del Consejo Departamental de Patrimonio Cultural.

Artículo 6º. Modifíquese el parágrafo 1º y Adiciónese un parágrafo 2º del 
artículo 10  de la Ley 397 de 1997, con el siguiente contenido: 

Parágrafo 1º. El Ministerio de Cultura autorizará, en casos excepcionales, 
la enajenación o el préstamo de bienes de interés cultural de carácter nacional 
entre entidades públicas. Las Alcaldías y Gobernaciones, serán las encargadas 
de dar aplicación a lo previsto en este parágrafo respecto de los bienes de in-
terés cultural declarados por ellas.
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Las autoridades señaladas en este parágrafo, podrán autorizar a las entida-
des públicas propietarias de bienes de interés cultural para darlos en comodato 
a entidades privadas sin ánimo de lucro de reconocida idoneidad, hasta por el 
término de cinco (5) años prorrogables con sujeción a lo previsto en el artí-
culo 355 de la Constitución Política; celebrar convenios interadministrativos 
y de asociación en la forma prevista en los artículos 95 y 96 de la Ley 489 de 
1998 o en las normas que los modifiquen o sustituyan, y en general, celebrar 
cualquier tipo de contrato, incluido el de concesión, que implique la entrega 
de dichos bienes a particulares, siempre que cualquiera de las modalidades 
que se utilice se dirija a proveer y garantizar lo necesario para la protección, 
recuperación, conservación, sostenibilidad y divulgación de los mismos, sin 
afectar su inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad. 

Parágrafo 2º. Quien pretenda enajenar un bien mueble de interés cultural 
de su propiedad, deberá ofrecerlo en primer término a la autoridad que haya 
efectuado la respectiva declaratoria, la cual podrá ejercer una primera opción 
de adquisición, en condiciones no menos favorables de aquellas en las que 
adquirirían los particulares y previo avalúo. Esta primera opción podrá ser 
ejercida por cualquier entidad estatal, según coordinación que para el efecto 
realice la autoridad que haya efectuado la declaratoria. 

La transferencia de dominio a cualquier título de bienes de interés cultural 
de propiedad privada deberá comunicarse por el adquirente, a la autoridad 
que lo haya declarado como tal y en un plazo no mayor a los seis (6) meses 
siguientes de celebrado el respectivo negocio jurídico. 

Sobre las colecciones declaradas de interés cultural no podrá realizarse su 
desmembramiento o disposición individual de los bienes que las conforman, 
sin autorización previa de la autoridad que haya efectuado la declaratoria. El 
Gobierno Nacional reglamentará la materia. 

Artículo 7°.  El artículo 11 de la Ley 397 de 1997 quedará así:

Artículo 11. Régimen Especial de Protección de los bienes de interés cul-
tural. Los bienes de interés cultural de propiedad pública y privada estarán 
sometidos al siguiente Régimen Especial de Protección:

1. Plan Especial de Protección. La declaratoria de un bien material o in-
material, como de interés cultural incorporará un Plan Especial de Protección, 
PEP. 

El Plan Especial de Protección es el instrumento de planeación por medio 
del cual se salvaguardan y preservan los bienes de interés cultural, en el cual 
se establecen las acciones necesarias para garantizar su protección y sosteni-
bilidad en el tiempo.

Para bienes materiales inmuebles se indicará el área afectada, la zona de 
influencia, el nivel permitido de intervención, las condiciones de manejo y el   
plan de divulgación que asegurará el respaldo comunitario a la conservación 
de estos bienes, en coordinación con las entidades territoriales correspondien-
tes.

Para bienes materiales muebles se establecerá el nivel permitido de inter-
vención y las condiciones de manejo.

Para bienes inmateriales se establecerá un plan de acción, revitalización, 
salvaguarda y promoción.

El Gobierno Nacional reglamentará el contenido y requisitos de los Planes 
Especiales de Protección.

1.1. Aprobación de los Planes Especiales de Protección. La autoridad 
que realice la declaratoria de un bien como de interés cultural a solicitud del 
propietario o de un tercero, será la encargada de aprobar el Plan Especial de 
Protección que presente el propietario solicitante, o el tercero conjuntamente 
con el propietario del bien de que se trate, dentro del año siguiente a la decla-
ratoria. Si la iniciativa de la declaratoria es de la autoridad, esta será la respon-
sable de la elaboración del Plan Especial de Protección.

Así mismo, cuando un bien de interés cultural del ámbito departamental, 
distrital, municipal o de los territorios indígenas sea declarado bien de interés 
cultural de carácter nacional, el Plan Especial de Protección deberá ser elabo-
rado de manera conjunta y coordinada entre las autoridades territorial y na-
cional que efectuaron dichas declaratorias. El acto administrativo que adopte 
el Plan Especial de Protección, deberá ser expedido por la entidad de mayor 
jerarquía en el ámbito territorial que realizó la declaratoria.

Parágrafo. Para efectos de la aprobación de los Planes Especiales de Pro-
tección, debe tenerse en cuenta que la aplicación del principio de coordinación 
implica la participación eficaz de las entidades de los diferentes niveles terri-
toriales en la toma de decisiones que es la única forma legítima, en un Estado 
Democrático, de llegar a una regulación entre intereses diversos, así como la 
mejor manera de ponderar aquellos intereses que sean contradictorios.

1.2. Incorporación de los Planes Especiales de Protección al Registro. 
En el caso de bienes inmuebles declarados de interés cultural, la autoridad que 
lo haya declarado como tal, informará a la correspondiente Oficina de Regis-
tro de Instrumentos Públicos, a efectos de que esta incorpore la anotación en 
el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente. Igualmente, se incorporará 
la anotación sobre la existencia del Plan Especial de Protección aplicable al 
inmueble. 

1.3. Incorporación de los Planes Especiales de Protección a los planes 
de ordenamiento territorial. Los Planes Especiales de Protección relativos 
a bienes inmuebles deberán ser incorporados por las autoridades territoriales 
en sus respectivos planes de ordenamiento territorial. Una vez adoptados los 
Planes Especiales de Protección por parte de la autoridad competente, se en-
tenderán incorporados a los Planes de Ordenamiento Territorial respectivos. 

1.4. Plan de Manejo Arqueológico. Cuando se efectúen las declaratorias 
de que trata el inciso 2° del artículo 6º de este título, se adoptará por el Insti-
tuto Colombiano de Antropología e Historia o la entidad que haga sus veces, 
un Plan Especial de Protección que se denominará Plan de Manejo Arqueo-
lógico. 

En los proyectos de construcción de redes de transporte de hidrocarburos, 
minería, hidrocarburos, embalses, infraestructura vial, así como en los demás 
proyectos y obras que requieran licencia ambiental o registros equivalentes 
ante la autoridad ambiental y como requisito previo a su otorgamiento, deberá 
elaborarse un programa de arqueología preventiva. Cuando en el desarrollo de 
tales proyectos y obras se encontraren zonas de riqueza arqueológica deberá 
presentarse al Instituto Colombiano de Antropología e Historia o la entidad 
que haga sus veces, un Plan de Manejo Arqueológico sin cuya aprobación no 
podrá continuarse la obra. 

1.5. Prevalencia de las normas sobre conservación, preservación y uso 
de las áreas e inmuebles consideradas patrimonio cultural de la Nación. 
De conformidad con lo preceptuado en los numerales 2 del artículo 10 y 4º 
del artículo 28 de la Ley 388 de 1997, las normas sobre conservación, pre-
servación y uso de las áreas e inmuebles consideradas patrimonio cultural de 
la Nación constituyen normas de superior jerarquía al momento de elaborar, 
adoptar, modificar o ajustar los Planes de Ordenamiento Territorial de munici-
pios y distritos. Lo anterior y dado el interés general que reviste la conserva-
ción, preservación y uso de las áreas e inmuebles declarados como de interés 
cultural de carácter nacional y con sujeción y acatamiento a los principios 
constitucionales de coordinación, concurrencia y subsidiaridad respecto de 
las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales en materia de 
ordenamiento territorial. 

2. Intervención de bienes materiales de interés cultural. Por intervención 
se entiende todo acto que cause cambios al bien de interés cultural o que afecte 
el estado del mismo. Comprende a título enunciativo, actos de conservación, 
restauración, recuperación, remoción, demolición, desmembramiento, despla-
zamiento o subdivisión y deberán realizarse de conformidad con el Plan Espe-
cial de Protección establecido para dicho bien. 

La intervención de un bien de interés cultural de carácter nacional deberá 
contar con la autorización del Ministerio de Cultura, previo concepto del Con-
sejo Nacional de Patrimonio Cultural.

Así mismo, la intervención de un bien de interés cultural de carácter te-
rritorial deberá contar con la autorización de la entidad territorial que haya 
efectuado dicha declaratoria, previo concepto favorable del Consejo Departa-
mental de Patrimonio Cultural respectivo.

La intervención solo podrá realizarse bajo la supervisión de profesionales 
en la materia debidamente registrados ante la respectiva autoridad.

La autorización de intervención que debe expedir la autoridad competente 
no podrá sustituirse, en el caso de bienes inmuebles, por cualquiera otra clase 
de autorización o licencia que corresponda expedir a otras autoridades públi-
cas en materia urbanística. 
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Quien pretenda realizar una obra en inmuebles ubicados en el área de in-
fluencia o que sean colindantes con un bien inmueble declarado de interés 
cultural, deberá comunicar previamente a la autoridad que hubiera efectuado 
la respectiva declaratoria. De acuerdo con la naturaleza de las obras y el im-
pacto que pueda tener en el bien inmueble de interés cultural, la autoridad 
correspondiente aprobará, si es el caso, su realización o podrá solicitar que 
las mismas se ajusten al Plan Especial de Protección aprobado para dicho 
inmueble.

El otorgamiento de cualquier clase de licencia por autoridad ambiental, 
territorial, por las curadurías o por cualquiera otra entidad que implique la rea-
lización de acciones materiales sobre inmuebles declarados como de interés 
cultural, deberán garantizar el cumplimiento del Plan Especial de Protección.

3. Exportación. Queda prohibida la exportación de los bienes muebles de 
interés cultural. Sin embargo, el Ministerio de Cultura, en relación con los bie-
nes muebles de interés cultural de carácter nacional, el Instituto Colombiano 
de Antropología e Historia, o la entidad que haga sus veces, respecto de los 
bienes arqueológicos y el Archivo General de la Nación respecto de los bienes 
documentales y archivísticos, podrán autorizar su exportación temporal, por 
un plazo que no exceda de tres (3) años, con el único fin de ser exhibidos al 
público o estudiados científicamente. Tratándose de bienes de interés cultural 
del ámbito territorial, esta autorización estará a cargo de las alcaldías y las 
gobernaciones, según corresponda.

La autorización de que trata el inciso anterior podrá otorgarse hasta por el 
término de tres (3) años prorrogables por una vez, cuando se trate de progra-
mas de intercambio entre entidades estatales nacionales y extranjeras.

Así mismo, el Ministerio de Cultura y demás entidades públicas, realizarán 
todos los esfuerzos tendientes a repatriar los bienes de interés cultural que 
hayan sido extraídos ilegalmente del territorio colombiano.

3.1. Exportación temporal de bienes muebles de propiedad de diplo-
máticos. La Dirección de Patrimonio del Ministerio de Cultura, podrá autori-
zar la exportación temporal del país de bienes muebles de interés cultural de 
propiedad de los diplomáticos acreditados en el exterior, o de bienes muebles 
destinados a la exhibición pública en las sedes de las Embajadas de la Re-
pública de Colombia, para lo cual deberán constituir garantía bancaria o de 
compañía de seguros, según lo establecido en el Estatuto Aduanero (Decreto 
2685, artículo 297).

3.2. Bienes del patrimonio cultural sin restricción de exportación. Los 
bienes no declarados de interés cultural no tienen restricción de exportación 
para los efectos contemplados en esta ley.

Cuando se trate de bienes del patrimonio cultural de la Nación no declara-
dos como de interés cultural, el Ministerio de Cultura, a través de la Dirección 
de Patrimonio y las Gobernaciones mediante comunicación escrita o por me-
dio electrónico expedirán la autorización correspondiente en la cual se indica-
rá que el respectivo bien no tiene restricción de exportación, sin perjuicio de 
los trámites aduaneros.

A efectos de agilizar el trámite aduanero correspondiente, no requieren de 
la comunicación anterior las artesanías, los bienes de factura reciente e indus-
trial fabricados en serie tales como: Afiches, láminas y estampas decorativas, 
mapas didácticos, porcelanas, textiles artesanales, pinturas elaboradas sobre 
vidrio, hamacas, tapices, chivas, vajillas de cerámica, productos de cestería, 
maderas y cueros pirograbados, fotografías y dibujos de carácter familiar, ob-
jetos decorativos producidos en serie (pequeñas esculturas, adornos) y repro-
ducciones o copias de esculturas. 

3.3. Transitarios, sociedades de intermediación aduanera, almacena-
doras y empresas de correo. Los transitarios, sociedades de intermediación 
aduanera, almacenadoras y empresas de correo, así como cualquier otra que 
realice trámites de exportación, por vía aérea, marítima y terrestre, están en 
la obligación de informar a sus usuarios sobre los requisitos y procedimien-
tos para la exportación de bienes pertenecientes al patrimonio cultural, así 
como los que corresponden a la exportación temporal de los bienes de interés  
cultural. 

3.4. Ingreso al país de bienes culturales muebles de procedencia ex-
tranjera. Los bienes culturales muebles de procedencia extranjera deben 
declararse ante la Dirección de Aduanas e Impuestos Nacionales, DIAN, al 
momento de su ingreso al país, lo cual acreditará el tiempo de permanencia 
en el país.

Parágrafo 1º. El Ministerio de Cultura reglamentará lo referente al procedi-
miento y requisitos necesarios para la exportación o importación temporal.

Parágrafo 2º. Los diplomáticos de las representaciones extranjeras en 
Colombia, que presten sus funciones en territorio colombiano, que ingresen 
bienes culturales muebles, deben declararlos ante la autoridad Dirección de 
Aduanas e Impuestos Nacionales, DIAN, con el fin de facilitar su posterior 
salida en el momento de finalizar el cumplimiento de su misión.

Parágrafo 3º. Para ser acreedor a cualquier estímulo, beneficio tributario, 
autorización de exportación o cualquiera otro que provenga de autoridad pú-
blica en relación con un bien de interés cultural, deberá acreditarse por su 
propietario el cumplimiento de lo previsto en este artículo en lo pertinente, así 
como la realización del correspondiente registro. 

Artículo 8º. Adiciónese el artículo 11-1 a la Ley 397 de 1997, con el si-
guiente contenido:

Artículo 11-1. Término para la elaboración de los Planes Especiales de Pro-
tección de los bienes declarados como de interés cultural hasta el año 2006. 
Conceder el término de diez (10) años contados a partir de la promulgación de 
la presente ley, para que las autoridades que hayan efectuado declaratorias de 
bienes como de interés cultural y los particulares propietarios o terceros que 
hayan solicitado y obtenido la declaratoria de bienes como de interés cultural, 
con anterioridad y hasta el año 2006, elaboren los Planes Especiales de Pro-
tección de los mismos, de conformidad con lo establecido en el numeral 1 del 
artículo 11 de este título.

Parágrafo. Una vez elaborados los Planes Especiales de Protección Es-
pecial para bienes que hayan sido declarados como de interés cultural  por 
la respectiva autoridad nacional o territorial hasta el año 2006 y presentado 
el mismo ante la autoridad que hizo la declaratoria, esta deberá pronunciarse 
respecto  del cumplimiento de requisitos  para abrir el trámite dentro del tér-
mino establecido en el artículo 40 del Código  Contencioso Administrativo, 
so pena de tenerse admitido para dicho trámite de acuerdo a lo estipulado por 
el artículo 41 del mismo Estatuto. Abierto el trámite, la autoridad competente 
deberá resolver respecto de la aprobación en un tiempo máximo de un (1) año 
contado a partir de la apertura del trámite.

Artículo 9°.  El artículo 14 de la Ley 397 de 1997 quedará así:

Artículo 14. Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural y Registro de 
Bienes de Interés Cultural. En relación con los bienes del patrimonio cultural 
y los bienes de interés cultural, se establecen las siguientes obligaciones y 
competencias:

1. Inventario de bienes del patrimonio cultural. Como componente fun-
damental para el conocimiento, protección y manejo del patrimonio cultural 
corresponde al Ministerio de Cultura, definir las herramientas para la realiza-
ción del inventario del patrimonio cultural y efectuar dicho inventario respec-
to del patrimonio cultural de carácter nacional. A las entidades territoriales 
les corresponde realizar el inventario del patrimonio cultural de su respectiva 
jurisdicción.

2. Registro de bienes de interés cultural. La Nación a través del Mi-
nisterio de Cultura y de sus entidades adscritas Instituto Colombiano de An-
tropología e Historia o la entidad que haga sus veces y el Archivo General 
de la Nación, así como las entidades territoriales elaborarán y mantendrán 
actualizado un registro de los bienes de interés cultural en lo de sus compe-
tencias. Las entidades territoriales, el Instituto Colombiano de Antropología e 
Historia, o la entidad que haga sus veces y el Archivo General de la Nación, 
remitirán periódicamente al Ministerio de Cultura, Dirección de Patrimonio, 
sus respectivos registros con el fin de que sean incorporados al Registro Na-
cional de Bienes de Interés Cultural. El Ministerio de Cultura reglamentará lo 
relativo al registro. 

3. Dentro del concepto de inventario –valoración de bienes del Patrimonio 
Cultural y Registro de Bienes de Interés Cultural, la autoridad competente 
para efectuar el avalúo deberá seguir los lineamientos que para el efecto de-
fina el Ministerio de Cultura que deberá tener vigente el manual respectivo 
dentro del año siguiente a la vigencia de esta ley. Para estos efectos, además 
de la incidencia del valor histórico, estético y simbólico se tendrá en cuenta, 
también, el que un bien inmueble carezca de la posibilidad de ser demolido  o 
de reedificarse con mayores alturas, densidades y que deba estar sometido a 
los tratamientos especiales de conservación histórica, artística o arquitectóni-
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ca durante el tiempo en que se le mantenga bajo normas específicas de dichos 
tratamientos.

Artículo 10.  El artículo 15 de la Ley 397 de 1997 quedará así:

Artículo 15. De las faltas contra el patrimonio cultural de la Nación. Las 
personas que vulneren el deber constitucional de proteger el patrimonio cultu-
ral de la Nación, incurrirán en las siguientes faltas:

Las que constituyen conducta punible:

1. Si la falta constituye hecho punible por la destrucción, daño, utilización 
ilícita, hurto o receptación de bienes del patrimonio cultural de la Nación, o 
por su explotación ilegal, de conformidad con lo establecido en los artículos 
156, 239, 241-13, 265, 266-4 y 447 de la Ley 599 de 2000 Código Penal, o los 
que los modifiquen o sustituyan, es obligación instaurar la respectiva denun-
cia penal y, si hubiere flagrancia, colocar inmediatamente al retenido a órde-
nes de la autoridad de policía judicial más cercana, sin perjuicio de imponer 
las sanciones patrimoniales aquí previstas.

2. Adiciónase un inciso 4°, al artículo 446 del Código Penal Ley 599 de 
2000, que quedará así:

“En la misma pena contemplada en el primer inciso, incurrirá quien realice 
cualquier acto para ocultar o encubrir la comisión de una conducta punible 
sobre bienes pertenecientes al patrimonio arqueológico de la Nación, la que se 
acompañará de multa de cinco (5) a quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes”.

Las que constituyen faltas administrativas y/o disciplinarias:

1. Exportar desde el territorio aduanero nacional bienes de interés cultural 
sin autorización de la autoridad cultural competente, o sustraerlos, disimular-
los u ocultarlos de la intervención y control aduanero, o no reimportarlos al 
país dentro del término establecido en la autorización de exportación tempo-
ral. En cualquiera de estos eventos se impondrán sanciones pecuniarias entre 
cinco (5) a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

El bien de interés cultural que intente exportarse sin la respectiva autori-
zación, o exportado sin esta o que sea objeto de sustracción ilegal será deco-
misado y puesto a órdenes del Ministerio de Cultura o de la autoridad que lo 
hubiere declarado como tal, por el término que dure la actuación administra-
tiva sancionatoria. 

2. Si la falta consiste en no elaborar y presentar dentro del término es-
tablecido, para aprobación de la autoridad competente el Plan Especial de 
Protección, de Salvaguarda o de Manejo Arqueológico, dependiendo del bien 
de que se trate, con los contenidos y requisitos establecidos para el efecto por 
el Gobierno Nacional, se impondrá multa de doscientos (200) a quinientos 
(500) salarios mínimos legales mensuales vigentes por parte de la autoridad 
competente.

3. Si la falta consiste en la construcción, ampliación, modificación, repa-
ración o demolición de un bien de interés cultural, sin la respectiva licencia, 
se impondrán las sanciones previstas en el artículo 66 de la Ley 9ª de 1989 o 
en las normas que la sustituyan o modifiquen, aumentadas en un ciento por 
ciento (100%), por parte de la entidad competente designada en esa ley.

4. Si la falta consistiere en adelantar exploraciones o excavaciones no au-
torizadas de bienes arqueológicos, se impondrá multa de doscientos (200) a 
quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes por parte del 
Instituto Colombiano de Antropología e Historia o la entidad que haga sus 
veces.

5. Si la falta consiste en la intervención de un bien de interés cultural, sin 
la respectiva autorización en la forma prevista en el numeral 2 del artículo 
11 de este título, se impondrá multa de doscientos (200) a quinientos (500) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes por parte de la autoridad que 
hubiera efectuado la respectiva declaratoria. En la misma sanción incurrirá 
quien realice obras en inmuebles ubicados en el área de influencia o colindan-
tes con un inmueble de interés cultural sin la obtención de la correspondiente 
autorización, de conformidad con lo previsto en el inciso seis, numeral 2 del 
artículo 11 de este título.

También será sujeto de esta multa el arquitecto o restaurador que adelante 
la intervención sin la respectiva autorización, aumentada en un ciento por 
ciento (100%).

6. Si la falta contra un bien de interés cultural fuere realizada por un 
servidor público, ella será tenida por falta gravísima, de conformidad con 
la Ley 734 de 2002 Código Disciplinario Unico, o las que la sustituyan o 
modifiquen.

7. Los bienes del patrimonio arqueológico son decomisables en forma 
definitiva por el Instituto Colombiano de Antropología e Historia o la en-
tidad que haga sus veces y se restituirán a la Nación, ante la realización 
de cualquier acto de enajenación, prescripción o embargo proscrito por el 
artículo 72 de la Constitución Política, o ante la ocurrencia de cualquiera de 
los eventos previstos en el artículo 19 del Decreto 833 de 2000, mediante el 
procedimiento previsto en el artículo 20 del mismo decreto.

En el caso de los bienes del patrimonio arqueológico decomisados, se 
dará aplicación a lo previsto en el Decreto 833 de 2000 y demás disposicio-
nes que lo complementen o modifiquen. 

Parágrafo 1º. El Ministerio de Cultura, el Instituto Colombiano de An-
tropología e Historia o la entidad que haga sus veces, el Archivo General de 
la Nación y las entidades territoriales en lo de su competencia, quedan in-
vestidos de funciones policivas para la imposición y ejecución de medidas, 
multas y demás sanciones establecidas por la ley, que sean aplicables según 
el caso.

Parágrafo 2º. Para decidir sobre la imposición de las sanciones admi-
nistrativas y/o disciplinarias, deberá adelantarse la actuación administrativa 
acorde con la Parte Primera y demás pertinentes del Código Contencioso 
Administrativo. 

Artículo 11.  El artículo 16 de la Ley 397 de 1997 quedará así:

Artículo 16. De la acción de cumplimiento sobre los bienes de interés 
cultural. El efectivo cumplimiento de las leyes o actos administrativos que 
tengan relación directa con la protección y defensa de los bienes que confor-
man el patrimonio cultural de la Nación, podrá ser demandado por cualquier 
persona a través del procedimiento establecido para la acción de cumpli-
miento en la Ley 393 de 1997 o en las disposiciones que la modifiquen o 
sustituyan.

CAPITULO II

Del fomento y los estímulos a la creación, a la investigación  
y a la actividad artística y cultural

Artículo 12. Adiciónese un parágrafo al artículo 40 de la Ley 397 de 
1997, con el siguiente contenido:

Parágrafo. Para efectos de la divulgación de la cinematografía colom-
biana, el Ministerio de Cultura, a través de la Dirección de Cinematografía, 
entregará los elementos denominados “Maletas de Cine”, a las entidades 
públicas del orden territorial y a las entidades sin ánimo de lucro, que tengan 
dentro de su objeto el desarrollo de actividades culturales, que este determi-
ne, a título de cesión sin costo. 

Artículo 13. Adiciónese un parágrafo al artículo 49 de la Ley 397 de 
1997, con el siguiente contenido:

Parágrafo. Para el desarrollo de los museos existentes y el inventario y 
registro de sus colecciones, el Ministerio de Cultura, a través del Museo Na-
cional, hará entrega a los museos que este determine, de equipos de cómputo 
a título de cesión sin costo. 

Artículo 14. Modifíquese el artículo 56 de la Ley 397 de 1997, el cual 
quedará así:

Artículo 56. Estímulos al patrimonio cultural de la Nación. Los propie-
tarios de bienes muebles e inmuebles declarados como de interés cultural, 
o los terceros que hayan solicitado y obtenido dicha declaratoria, podrán 
deducir la totalidad de los gastos en que incurran para la elaboración de los 
Planes Especiales de Protección y para el mantenimiento y conservación 
de estos bienes aunque no guarden relación de causalidad con la actividad 
productora de renta.

Para tener derecho a este beneficio las personas interesadas deberán pre-
sentar para aprobación del Ministerio de Cultura o de la autoridad territorial 
competente para efectuar la declaratoria de que se trate, el proyecto de Plan 
Especial de Protección, el proyecto de intervención o de adecuación del bien 
mueble o inmueble de que se trate. 
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CAPITULO III

De la gestión cultural
Artículo 15. Modifíquese el numeral 10 del artículo 60 de la Ley 397 de 

1997, el cual quedará así:

“10. Un representante de cada uno de los sectores artísticos y cultura-
les”. 

Artículo 16. Comité de Clasificación de Películas. Créase el Comité de 
Clasificación de Películas como órgano adscrito al Ministerio de Cultura, 
encargado de asesorar al Gobierno Nacional en la materia.

Artículo 17. Integración del Comité de Clasificación del Películas. El Co-
mité de Clasificación de Películas, estará integrado de la siguiente manera:

Un experto en cine.

Un abogado.

Un psicólogo.

Un representante de las Asociaciones de Padres de Familia.

Un representante del sector académico.

Parágrafo. Los miembros del Comité serán designados por el Ministro de 
Cultura, conforme a la reglamentación que expida para el efecto.

Artículo 18. Período y Remuneración de los miembros de Comité de Cla-
sificación de Películas. Los miembros del Comité de Clasificación de Pelí-
culas, serán designados para períodos de dos (2) años.

El Ministerio de Cultura fijará la remuneración de los miembros del Co-
mité de Clasificación y hará las apropiaciones presupuestales para atender 
su pago. 

Artículo 19. Funciones del Comité de Clasificación de Películas. Son 
Funciones del Comité de Clasificación de Películas:

1. Preparar el sistema de clasificación de películas teniendo en cuenta la 
edad de los espectadores. El Ministerio de Cultura, a través de la Dirección 
de Cinematografía aprobará dicho sistema.

2. Proponer modificaciones al sistema de clasificación de películas cuan-
do lo considere necesario.

3. Decidir sobre la clasificación de cada película.

Artículo 20. Término para clasificar las películas. Las películas deberán 
ser clasificadas por el Comité dentro de los quince (15) días siguientes a su 
exhibición ante él. Si el Comité dentro de dicho término no adopta ninguna 
determinación la película se considerará apta para mayores de doce (12) años 
y autorizada su exhibición.

Contra las decisiones del Comité de Clasificación de Películas procede 
recurso de reposición y en subsidio el de apelación ante el Ministerio de 
Cultura, Dirección de Cinematografía, el cual deberá ser interpuesto dentro 
de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación de la clasificación. 
Si el Comité no resuelve el recurso de reposición dentro de los diez (10) días 
hábiles siguientes a su interposición, este se entenderá negado y se surtirá la 
apelación ante el Ministerio de Cultura.

Artículo 21. Exhibición de películas. Ninguna película podrá pasarse por 
cinematógrafo en sala o sitio abierto al público, sin autorización previa del 
Comité de Clasificación de Películas.

Se exceptúa de la prohibición anterior, la exhibición de películas en festi-
vales de cine, siempre que los productores, distribuidores u organizadores las 
registren en el Ministerio de Cultura, Dirección de Cinematografía, el Insti-
tuto Caro y Cuervo, Museo Nacional, Dirección de Patrimonio, Instituto de 
Antropología e Historia, con quince (15) días de anticipación por lo menos.

Artículo 22. Obligaciones de los exhibidores de películas. Los exhibido-
res de películas están obligados a:

1. Abstenerse de exhibir públicamente películas que no hayan sido clasi-
ficadas por el Comité.

2. Abstenerse de exhibir en un mismo espectáculo películas de diferentes 
clasificaciones o acompañarlas de avances o documentales que no concuer-
den con la clasificación de las mismas, a menos que el espectáculo se anuncie 
con la clasificación o la edad mayor correspondiente.

3. Impedir la entrada a los espectáculos cinematográficos de personas me-
nores de la edad indicada en la respectiva clasificación.

4. Abstenerse de emplear medios publicitarios engañosos, tales como 
anunciar una película con la clasificación diferente a la fijada por el Comité.

Artículo 23. Sanciones. Los exhibidores infractores a lo dispuesto en los 
artículos 17 y 18 de la presente ley se les impondrá según la gravedad de la 
infracción multas de treinta (30) a cincuenta (50) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Parágrafo. En caso de reincidencia se impondrá, además, cierre temporal 
de la sala por un término hasta de seis (6) meses. Igualmente, podrán suspen-
derse las exhibiciones que violen lo dispuesto en los citados artículos.

Artículo 24. Improcedencia de supresión de escenas. El Comité de Cla-
sificación de Películas no podrá ordenar la supresión de determinadas esce-
nas.

CAPITULO IV

Disposiciones finales del Ministerio de Cultura

Artículo 25. Facultades extraordinarias. Facúltase al Presidente de la Re-
pública por el término de seis (6) meses contados a partir de la vigencia de 
la presente ley para que proceda a dictar las normas necesarias para reformar 
la estructura administrativa de las entidades que integran el Sector Cultura, 
para adecuarlas a las disposiciones contenidas en esta ley.  Para estos efectos, 
el gobierno nacional deberá tener en cuenta la necesidad de fortalecer en ma-
teria administrativa, presupuestal y de competencias, a las diversas entidades 
territoriales.

En desarrollo de estas atribuciones, podrá suprimir, escindir, crear, fusio-
nar, organizar, modificar, redistribuir, las entidades del sector cultura, y sus 
dependencias internas, asignarles sus funciones y reestructurar las plantas de 
personal.

Parágrafo. De las facultades extraordinarias contempladas en los incisos 
anteriores se exceptúan las entidades que integran el Sector Deporte.

Artículo 26. Comisión de Seguimiento. Nómbrase una Comisión de se-
guimiento al desarrollo de esta ley conformada por tres (3) Senadores y Tres 
(3) Representantes de las Comisiones Sextas Constitucionales de Senado de 
la República y la Cámara de Representantes.

Artículo 27.  Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación, deroga los artículos 3º, 6º, 8º, 9º, 11, 12, 13, 14, 
16, 17, 18, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32 y 34 de la Ley 163 
de 1959; 151 a 153 del Decreto-ley 1355 de 1970; 1º a 6º del Decreto-ley 
2055 de 1970; modifica el Título II, salvo los artículos 9º, 12 y 13 de la Ley 
397 de 1997 y modifica y adiciona los artículos 40, 49, 56, 60 y 62 de la Ley 
397 de 1997.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos presentar el texto definitivo aprobado 
en sesión Plenaria del Senado de la República el día 13 de marzo de 2007, al 
Proyecto de ley número 28 de 2006, por la cual se modifican y adicionan 
el Título II “patrimonio cultural de la Nación”, los artículos 40, 49 y 56 del 
Título III “del fomento y los estímulos a la creación, a la investigación y a 
la actividad artística y cultural”, y los artículos 60 y 62 del Título IV “de la 
gestión cultural” de la Ley 397 de 1997, se otorgan unas facultades extraor-
dinarias y se dictan otras disposiciones, y de esta manera continúe su trámite 
legal y reglamentario en la Cámara de Representantes.

Cordialmente,	

Carlos Ferro Solanilla, Coordinador Ponente; Juan Manuel Corzo Ro-
mán, Carlos Julio González Villa, Gabriel Acosta Bendeck, Mario Londoño 
Arcila, Oscar Jesús Suárez Mira y Néstor Iván Moreno Rojas, Ponentes. 

* * *

TEXTO APROBADO EN  SESION PLENARIA DEL SENADO DE 
LA REPUBLICA DEL DIA 13 DE MARZO DE 2007

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 102 de 2006 Senado

por medio de la cual se establece un proceso especial para el saneamien-
to de la titulación de la  propiedad inmueble.
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El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. Podrán sanearse, por medio del proceso especial esta-
blecido en la presente ley,  los títulos de dominio incompletos  que conlleven 
la llamada falsa tradición, de aquellos poseedores de bienes inmuebles cuya 
extensión no sea superior a diez (10) hectáreas y  que demuestren que su 
precaria tradición no es producto de violencia, usurpación, desplazamiento 
forzado, engaño o testaferrato. 

Artículo 2º. Autoridad competente. Concédese a los Jueces Civiles y Pro-
miscuos Municipales competencia para adelantar el proceso especial  que se 
regula en la  presente ley.

Artículo 3º. Requisitos. Para la aplicación de este proceso especial se re-
quiere lo siguiente:

a) Que el inmueble sometido a este proceso tenga título o títulos registra-
dos durante un periodo igual o superior a cinco (5) años y cuya inscripción 
corresponda a la llamada falsa tradición, a excepción de aquellos títulos para 
cuyo saneamiento solo sea necesaria la adjudicación en sucesión notarial o 
judicial del último titular del derecho de dominio;

b) Que el inmueble se posea materialmente en forma pública, pacífica y 
continua;

c) Que en el folio de matrícula correspondiente no figuren gravámenes y/o 
medidas cautelares vigentes;

d) Que el inmueble objeto del proceso conforme a lo previsto en las reglas 
y principios de la legislación agraria, no se halle sometido al régimen de la 
propiedad parcelaria establecido en la Ley 160 de 1994, lo cual será certifica-
do por el Incoder; 

e) Que con respecto al inmueble de que se trate no se haya iniciado con 
anterioridad a la demanda, alguno de los procedimientos administrativos agra-
rios de titulación de baldíos, extinción del derecho de dominio, clarificación 
de la propiedad, recuperación de baldíos indebidamente ocupados, deslinde 
de tierras de la Nación, o de las comunidades indígenas o afrodescendientes 
o delimitación de sabanas o playones comunales conforme a la legislación 
agraria, lo cual será certificado por el Incoder. 

Artículo 4º.  Titular de la acción. Quien tenga título o títulos registrados 
que se enmarquen en la llamada falsa tradición, al tenor del artículo 7º del 
Decreto-Ley 1250 de 1970 podrá, mediante abogado inscrito, presentar de-
manda por escrito ante el Juez Civil o Promiscuo Municipal, correspondiente 
a la ubicación del inmueble, para que, previa inspección al inmueble, sanee 
su titulación por providencia debidamente motivada, la cual en firme, será 
inscrita en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente, como modo de 
adquirir.

Artículo 5º. Requisitos de la demanda. Toda demanda tendiente a la aplica-
ción del proceso especial previsto en esta ley, deberá cumplir en general con 
los requisitos señalados por el artículo 75 del Código de Procedimiento Civil, 
y, específicamente, los siguientes:

a) La designación del Juez  a quien se  dirija;

b) La identificación, nacionalidad, domicilio y residencia del demandante;

c) El nombre y la identificación del apoderado del demandante; 

d) Lo que se pretende;

e) La localización del inmueble, descripción con cabida y linderos, nomen-
clatura si es urbano, y, si es rural, el nombre con el que se conoce en la región 
y sus colindantes actuales;

f) El lugar y la dirección donde pueden ser notificados los titulares de de-
rechos reales principales, donde pueden ser citados los colindantes, y donde 
recibirán notificaciones personales el demandante y su apoderado. Si se ignora 
el lugar o dirección donde pueden ser notificados los titulares de derechos rea-
les principales o citados los colindantes, así se afirmará bajo juramento, que se 
entenderá prestado con la presentación del respectivo escrito; 

g) La exposición de los hechos que sirven de fundamento a las pretensio-
nes;

h) Los fundamentos de derecho; 

i) La solicitud de los medios probatorios que hará valer el demandante, 
especialmente la inspección al inmueble.

Artículo 6°. Anexos. A la demanda deberá adjuntarse la certificación de 
la autoridad competente de que tratan los literales d) y e) del artículo 3° de 
la presente ley. Igualmente deberá anexarse el certificado de tradición del in-
mueble, el certificado catastral del predio y el poder debidamente otorgado. 
La autoridad competente para expedir las anteriores certificaciones tendrá un 
término perentorio de quince (15) días hábiles para hacerlo, so pena de incu-
rrir  en falta grave. 

Artículo 7º. Condiciones de procedibilidad. Para la aplicación del proceso 
especial de saneamiento de la titulación, se requiere que la propiedad inmue-
ble cumpla las siguientes condiciones, las cuales deberán declarase bajo la 
gravedad de juramento en la presentación de la demanda:

1. Que los bienes inmuebles no sean imprescriptibles o de uso público, 
inembargables, o no enajenables ni de los señalados en los artículos 63, 72, 
102 y 332 de la Constitución Política, y en general, cuando se trate de bienes 
cuya apropiación, posesión u ocupación, según el caso, se halle prohibida o 
restringida  por la Constitución o la ley.

2. Que el inmueble no se encuentre ubicado en las zonas declaradas de in-
minente riesgo de desplazamiento o de desplazamiento forzado, en los térmi-
nos de la Ley 387 de 1997 y sus reglamentos y demás normas que la adicionen 
o modifiquen o en similares zonas urbanas. 

3. Que no haga parte de urbanizaciones o desarrollos que no cuenten con 
los requisitos legales.

4. Que el inmueble objeto del proceso no se encuentre ubicado en las áreas  
o zonas que se señalan a continuación:

• Las zonas declaradas como de alto riesgo no mitigable, identificadas en 
el Plan de Ordenamiento Territorial y en los instrumentos que lo desarrollen 
y complementen, o aquellas que se definan por estudios geotécnicos que en 
cualquier momento adopte oficialmente la Administración Municipal, Distri-
tal o el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Ca-
talina. 

• Las zonas de cantera que hayan sufrido grave deterioro físico, hasta tanto 
adelanten un manejo especial de recomposición geomorfológica de su suelo 
que las habilite para el desarrollo urbano.

• Las construcciones que se encuentren total o parcialmente en terrenos 
afectados en los términos del artículo 37 de la Ley 9ª de 1989.

Parágrafo. El Gobierno Nacional en el término improrrogable de seis (6) 
meses deberá elaborar el mapa que contenga las zonas declaradas de inminen-
te riesgo de desplazamiento o de desplazamiento forzado, y el registro actua-
lizado de desplazados de conformidad con la Ley 387 de 1997.

Artículo 8º. Admisión de la demanda y notificaciones. Presentada la de-
manda el Juez la calificará  y determinará mediante auto su admisión o recha-
zo.

La admisión o rechazo de la demanda se sujetará a lo preceptuado en el 
Código de Procedimiento Civil.

En el auto admisorio de la demanda, el Juez  ordenará su inscripción en 
el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente,  la notificación del auto al 
titular o titulares de derechos reales principales si se conocieren y existieren, 
y el emplazamiento de personas indeterminadas y la citación de todos los co-
lindantes  del inmueble.

Parágrafo. Si los colindantes no concurren a la citación, se entenderá que 
no tienen interés en el asunto.

Artículo 9º. Diligencia de inspección. Cumplido el trámite precedente y 
dentro de los diez (10) días siguientes, el Juez  correspondiente fijará el día 
y la hora en que se practicará la diligencia de inspección,  cuyas expensas y 
honorarios asumirá el demandante.

Si llegados el día y hora fijados para la diligencia el demandante no se pre-
senta o no suministra los medios necesarios para practicarla, no podrá llevarse 
a cabo. El demandante, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, deberá 
expresar las razones que justifiquen su inasistencia o incumplimiento. El Juez 
las evaluará y determinará si se fija nueva fecha y hora o se archiva la actua-
ción. En caso de no encontrar razones justificativas, el Juez  sancionará al de-
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mandante con multa equivalente al pago de un salario mínimo legal mensual 
vigente a favor del Tesoro Nacional y se archivará el expediente sin perjuicio 
de que se pueda presentar nueva demanda.

Parágrafo 1º. Si por alguna circunstancia el Juez  que practica la diligencia 
no pudiere identificar el inmueble por sus linderos y cabida, suspenderá la 
diligencia y ordenará la práctica de las pruebas que considere necesarias para 
lograr su plena identificación. 

Parágrafo 2º. Si de la inspección resultaren inconsistencias en la cabida 
y linderos del inmueble, por tratarse de parte del mismo, por cambios de los 
cauces de los ríos, por la construcción de carreteras, o por cualquier otra cir-
cunstancia ajena a la voluntad del demandante, se procederá a nombrar perito 
para identificar plenamente el inmueble y solucionar las inconsistencias que 
se hubieren presentado. Una vez individualizado, se actualizarán sus cambios 
en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria si lo tuviere, de lo contrario se 
asignará un folio nuevo.

Parágrafo 3º. La identificación física de los inmuebles se apoyará en planos 
georreferenciados, con coordenadas geográficas referidas a la red geodésica 
nacional. Para los inmuebles rurales si no fuere posible se hará mediante pre-
sentación de un plano en el cual se determine la descripción, cabida y linderos, 
elaborado por la autoridad catastral o por un topógrafo, agrimensor o ingenie-
ro con matrícula profesional vigente.

Artículo 10. Oposición. Como oposición a las pretensiones del deman-
dante, se tendrán en cuenta las objeciones relacionadas con la propiedad, la 
posesión,  la violación de normas jurídicas, el desplazamiento forzado o cual-
quier forma de violencia o engaño o testaferrato, las cuales podrán plantearse 
oralmente en la diligencia de inspección a que se refiere el artículo noveno 
de esta ley. Si la oposición se formula, el Juez oirá a las partes y fomentará la 
conciliación. Lograda esta, continuará el proceso. En todo caso, la audiencia 
especial se celebrará dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de pre-
sentación de la oposición o de recibo del expediente. Si las partes no concilian 
sus diferencias el proceso se archivará. 

Parágrafo 1°. En esta diligencia, se plantearán todas las objeciones que 
hubiere en contra del saneamiento de títulos, especialmente aquellas que se 
refieran al desplazamiento forzado o a cualquier otra forma de violencia o en-
gaño, o testaferrato. Demostrada una de estas objeciones, el juez se abstendrá 
de ordenar el saneamiento de títulos y determinará el archivo del expediente.

Parágrafo 2°. Si por alguna circunstancia debidamente justificada, quien se 
opone a las pretensiones no se pudiere presentar a la diligencia de inspección, 
el Juez  dentro de los cinco (5) días siguientes a esta, convocará la audiencia 
especial para valorar pruebas, y llamará a conciliar.

Artículo 11. Acta de inspección y decisión. Si en la diligencia de inspec-
ción al inmueble se determina su identificación plena y no hubiere oposición, 
se dejará constancia en el acta, con base en la cual el Juez  proferirá inmedia-
tamente providencia de saneamiento del título o títulos de propiedad, la cual 
se notificará en estrados.

Artículo 12. Recursos. Contra la providencia que ordena el saneamiento de 
la propiedad, procederá el recurso de apelación ante el Juez Civil del Circuito 
del Distrito Judicial con competencia en el lugar de localización del inmue-
ble. 

Artículo 13. Honorarios. Los honorarios del apoderado del demandante 
serán fijados mediante auto por el Juez y equivaldrán al  tres por ciento (3%) 
del avalúo catastral del inmueble, suma que en ningún caso podrá ser inferior 
a un (1) salario mínimo legal mensual vigente. Los honorarios del perito si 
lo hubiere, serán fijados de igual manera teniendo en cuenta la calidad de la 
experticia y el avalúo catastral, determinándose con un máximo del 1% de este 
avalúo y un mínimo del 50% de un salario mínimo legal mensual vigente.

Artículo 14. Derechos de registro. Previa cancelación de los derechos de 
registro que se liquidarán como acto sin cuantía, la providencia una vez en 
firme, hace tránsito a cosa juzgada material, produce efectos erga omnes y 
se registrará en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente para que 
cumpla todos los efectos de modo de adquirir, publicidad, medio de prueba y 
seguridad jurídica.

Artículo 15. Aplicación retrospectiva de la ley. El interesado o interesados 
que hubieren cumplido con los requisitos consagrados en esta ley antes de su 
entrada en vigencia, podrán acogerse al  procedimiento previsto en la misma, 
sin perjuicio de que quien sea demandado, pueda oponerse a la pretensión.

Artículo 16. Vigencia. Esta ley empieza a regir seis meses después de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos presentar el texto definitivo aprobado 
en sesión Plenaria del Senado de la República el día 13 de marzo de 2007, al 
Proyecto de ley número 102 de 2006 Senado, por medio de la cual se esta-
blece un proceso especial para el saneamiento de la titulación de la  propie-
dad inmueble, y de esta manera continúe su trámite legal y reglamentario en 
la Cámara de Representantes.

Cordialmente,	

Eduardo Enríquez Maya, Coordinador Ponente; Jesús Ignacio García, 
Oscar Darío Pérez, Javier Cáceres Leal, Gustavo Petro Urrego, Mauricio 
Pimiento y Samuel Arrieta Buelvas, Ponentes.

* * *

TEXTO APROBADO EN  SESION PLENARIA DEL SENADO DE 
LA REPUBLICA DEL DIA 13 DE MARZO DE 2007

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 174 DE 2006 SENADO, 024 DE 
2006 CAMARA

por medio de la cual se crea e implementa el Programa Agro Ingreso 
Seguro, AIS.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como objeto la creación e im-
plementación del programa “Agro Ingreso Seguro, AIS”, destinado a proteger 
los ingresos de los productores que resulten afectados, ante las distorsiones 
derivadas de los mercados externos y a mejorar la competitividad de todo 
el sector agropecuario nacional, con ocasión de la internacionalización de la 
economía.

Artículo 2°. Marco general. El programa “Agro Ingreso, Seguro” de que 
trata la presente ley se enmarca dentro de las acciones previstas por el go-
bierno nacional para promover la productividad y competitividad, reducir la 
desigualdad en el campo y preparar al sector agropecuario para enfrentar el 
reto de la internacionalización de la economía. En tal sentido, se propenderá 
por el ordenamiento productivo del territorio y la empresarización del cam-
po, en concordancia con la agenda interna de productividad y competitivi-
dad, la apuesta exportadora del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
(MADR), y en coordinación con las instituciones del orden territorial.

Artículo 3°. Componentes del programa. El programa “Agro Ingreso Se-
guro” tendrá dos componentes, el de apoyos económicos directos que busca 
proteger los ingresos de los productores durante un período de transición, en 
el cual se espera mejorar en competitividad y adelantar procesos de reconver-
sión. Por su parte el componente de apoyos a la competitividad busca prepa-
rar el sector agropecuario ante la internalización de la economía, mejorar la 
productividad y adelantar procesos de reconversión, en todo el sector Agro-
pecuario. 

Parágrafo 1°. Para todos los efectos, se debe entender que los apoyos eco-
nómicos directos o incentivos son una ayuda que ofrece el Estado sin contra-
prestación económica alguna a cambio, por parte del particular. Se entregan 
de manera selectiva y temporal, dentro del ejercicio de una política pública, 
siendo potestad del gobierno nacional seleccionar, de una manera objetiva, el 
sector que se beneficiará con el apoyo económico directo o incentivo y el valor 
de los mismos, así como determinar dentro de estos, los requisitos y condicio-
nes que debe cumplir quien aspire a convertirse en beneficiario.

Los apoyos económicos directos o incentivos no son derechos, ni contratos 
y serán siempre una mera expectativa hasta que haya decisión definitiva de la 
autoridad competente, o de quien esta haya designado para hacer la selección, 
que señale al particular como beneficiario; por tanto, hasta ese momento, los 
apoyos económicos directos o incentivos no generan obligaciones, contra-
prestaciones o derechos adquiridos. 

Parágrafo 2°. El Comité Intersectorial creado en esta ley, asesorará al Mi-
nisterio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) en la distribución de los 
recursos aprobados para cada vigencia entre los componentes del programa. 
Los recursos destinados a los apoyos a la competitividad, no podrán ser infe-
riores al cuarenta por ciento (40%) del valor total del programa en cada año. 
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Los apoyos económicos directos, no excederán los primeros seis (6) años de 
ejecución del programa.

Parágrafo 3°. El Gobierno Nacional apoyará a los departamentos con ba-
jos índices de productividad y competitividad y determinará una matriz de 
distribución regional, que permita la aplicación de criterios de equidad en la 
inversión del programa de AIS. 

Artículo 4°. Condiciones de los apoyos económicos directos. La creación, 
cuantificación y asignación de los apoyos económicos directos se sujetará a 
las siguientes condiciones:

1. Los apoyos económicos directos serán de carácter transitorio y decre-
ciente, asignándose en función del avance de los productores beneficiarios en 
términos de competitividad para enfrentar la competencia internacional o ser 
más eficientes en el mercado interno.

2. Tendrán un valor máximo por anualidad y tipo de producto.

3. La continuidad de la asignación de estos apoyos se condicionará al cum-
plimiento por parte de los productores de los compromisos de desempeño, 
que en materia de competitividad establezca el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, basado en los conceptos técnicos del Comité Intersectorial 
creado en la presente ley.

4. Su aplicación debe ser transparente en sus reglas de asignación, distri-
bución y acceso.

5. En el diseño e implementación de la asignación, distribución y acceso a 
estos apoyos económicos, se deberá observar el principio de equidad.

6. Deben tener bajos costos de implementación, operación y acceso para 
los productores.

Artículo 5°. Apoyos para la competitividad. Los Incentivos para la Com-
petitividad tendrán en cuenta las cadenas productivas y estarán determinados 
por los siguientes instrumentos:

1. Incentivos a la productividad: Este componente incluye la destinación 
de recursos del programa orientados a fortalecer la asistencia técnica, el desa-
rrollo y transferencia de tecnología, así mismo promover la cultura de buenas 
prácticas agrícolas y pecuarias, la asociatividad entre los productores, y cofi-
nanciar adecuación de tierras e infraestructura de riego y drenaje.

2. Apoyo a través de crédito: A partir de este componente se habilitarán con 
recursos del programa, líneas de crédito en condiciones preferenciales para 
fomentar la reconversión y mejoramiento de la productividad y adecuación de 
tierras. Adicionalmente se implementarán líneas de crédito con Incentivo a la 
Capitalización Rural (ICR), para promover modernización agropecuaria.

3. Apoyo a la comercialización: El programa también contempla la asig-
nación de recursos para apoyar los procesos de comercialización. Para estos 
efectos, se implementarán instrumentos que respondan a las exigencias de los 
mercados interno y externo, tales como la trazabilidad de los productos que 
lo requieran e incentivos a los compradores tendientes a asegurar la absorción 
de productos agropecuarios en condiciones de precio justas para el productor, 
solo cuando las condiciones de mercado lo exijan.

Parágrafo. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) con 
la asesoría del Comité Intersectorial podrá ampliar los campos de aplicación 
de los recursos dentro de los instrumentos definidos en el presente artículo, 
cuando así lo determinen sus miembros con base en conceptos técnicos. 

Artículo 6°. Recursos. Con el fin de financiar el desarrollo del programa 
“Agro Ingreso Seguro, AIS”, el Gobierno Nacional incorporará dentro de un 
programa específico en el Presupuesto del Ministerio de Agricultura y Desa-
rrollo Rural para el año 2007 como mínimo la suma de cuatrocientos mil mi-
llones de pesos ($400.000.000.000.00) y a partir del año 2008 la suma como 
mínimo de quinientos mil millones de pesos ($500.000.000.000.00) anuales. 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público asignará dichos recursos ajus-
tados como mínimo por el Indice de Precios al Consumidor (IPC) para cada 
vigencia, con arreglo a las disposiciones de la Ley Orgánica del Presupuesto. 

Parágrafo. Los gastos de administración y operación del Programa “Agro 
Ingreso Seguro”, en el primer año, no podrá exceder el cinco por ciento (5%) 
del total de los recursos apropiados para esa vigencia. A partir del segundo año 
de implementación del programa, los gastos de administración y operación del 
mismo no podrán exceder el tres por ciento (3%) del total de recursos apro-
piados para cada año.

Artículo 7°. Evaluación del programa. Al inicio del programa se establece-
rá una línea base que permita determinar la situación de los productores agro-
pecuarios. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural contratará cada dos 
(2) años o antes si lo estima conveniente una evaluación externa con una enti-
dad independiente y de reconocida idoneidad para evaluar los resultados en la 
ejecución del programa previsto en la presente ley. 

La distribución de los recursos para el programa con posterioridad a dicho 
estudio, dependerá de los resultados obtenidos a partir del mismo, teniendo 
como parámetro el desempeño global del sector en materia de: incremento en 
la competitividad, crecimiento, formalización, generación de empleo y reduc-
ción de la desigualdad en el campo.

Artículo 8°. Comité intersectorial. Créase el Comité Intersectorial del Pro-
grama “Agro Ingreso Seguro, AIS” como ente asesor, el cual estará confor-
mado por:

a) El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, quien lo presidirá;

b) El Ministro de Hacienda y Crédito Público;

c) El Ministro de Comercio, Industria y Turismo; 

d) El Director del Departamento Nacional de Planeación;

e) El Presidente del Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecua-
rio, Finagro;

f) El Presidente de la Sociedad de Agricultores de Colombia, SAC;

g) El presidente de la Federación Nacional de Ganaderos, Fedegán;

h) El presidente de la Federación Nacional de Avicultores, Fenavi;

i) Un representante de los pequeños agricultores;

j) Gerente General de la Federación Nacional de Cafeteros.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural reglamentará 
el mecanismo de participación de los pequeños agricultores en el Comité. 

Parágrafo 2°. La asistencia y participación de los miembros del sector ofi-
cial en este Comité Intersectorial, será delegable en el caso de los Ministros 
solo en los Viceministros, en el caso del Director del Departamento Nacional 
de Planeación, sólo en el Subdirector General y en el caso de Finagro sólo en 
el Secretario General.

Parágrafo 3°. Los presidentes de los gremios representantes del sector pri-
vado, podrán delegar su asistencia informando previamente y por escrito ante 
la Secretaría Técnica del Comité AIS.

Parágrafo 4°. La Secretaría Técnica del Comité del Programa “Agro Ingre-
so Seguro, AIS”, será ejercida por la Dirección de Comercio y Financiamiento 
del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

Artículo 9°. Funciones del Comité Intersectorial. El Comité Intersectorial 
tendrá las siguientes funciones:

1. Asesorar al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en la definición 
de la distribución de los recursos asignados en cada vigencia, para los compo-
nentes de mejoramiento de la competitividad y apoyos económicos directos. 
En concordancia con el parágrafo del artículo 3°.

2. Asesorar al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en el diseño, 
con base en criterios técnicos, de la metodología de cuantificación, asignación 
y distribución por producto de los apoyos económicos directos a que se refiere 
la presente ley.

3. Asesorar al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en el diseño e 
Implementación de los apoyos para la competitividad a través de Incentivos a 
la productividad, créditos para la modernización y la reconversión productiva 
e instrumentos de comercialización.

4. Diseñar e implementar los mecanismos de seguimiento y monitoreo per-
manentes de la ejecución del programa.

5. Evaluar anualmente los resultados de la ejecución del programa y adop-
tar las modificaciones que considere pertinentes.

6. Adoptar su propio reglamento.

Artículo 10. Créase el Fondo de Inversiones de Capital de Riesgo adminis-
trado por el Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario, Finagro, 
con el objeto de apoyar y desarrollar iniciativas productivas preferiblemente 
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en zonas con limitaciones para la concurrencia de inversión privada, dando 
prioridad a proyectos productivos agroindustriales. El Gobierno Nacional po-
drá transferir recursos a este Fondo, del Programa Agro Ingreso Seguro creado 
en la presente ley, como capital semilla para su operación.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional reglamentará la operación del Fondo, 
estableciendo entre otros aspectos, el período de vigencia del mismo, las con-
diciones, la concentración de inversiones, forma de ingreso y retiro de nuevos 
inversionistas nacionales o extranjeros, ya sean públicos o privados y la forma 
en la que Finagro realizará la administración del Fondo.

Parágrafo 2°. El presente artículo no deroga las atribuciones impartidas a 
Finagro en leyes anteriores.

Artículo 11. Vigencia. Esta ley empezará a regir a partir de su promulga-
ción y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos presentar el texto definitivo aprobado 
en sesión Plenaria del Senado de la República el día 13 de marzo de 2007, al 
Proyecto de ley número 174 de 2006 Senado, 024 de 2006 Cámara, por 
medio de la cual se crea e implementa el Programa Agro Ingreso Seguro, 
AIS”, y de esta manera continúe su trámite legal y reglamentario en la Cámara 
de Representantes.

Cordialmente,

Arturo Char Chaljub, Coordinador Ponente; Manuel Guillermo Mora y 
Oscar Josué Reyes Cárdenas, Ponentes.
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